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			Introducción


			 


			 


		   


			Apple, una de las empresas más grandes y con más éxito en todo el mundo, paga entre 20 y 30 puntos menos de impuestos en su factura fiscal global que lo que paga un español medio en España. Este libro analiza las distintas razones que explican este hecho y que resultan injustificables bajo la perspectiva de los gobiernos occidentales y de la opinión pública. Para ello, se sigue una estructura cronológica con la crisis como punto de inflexión. Sobre todo, desde el año 2009, cuando la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) y la Unión Europea (UE) declararon una guerra abierta contra los paraísos fiscales, los territorios donde las grandes fortunas añejas y los evasores de nuevo cuño esconden su dinero, y por los que las multinacionales transitan en su estrategia para no pagar  impuestos.


			Una de las peores crisis que se recuerdan, con implicaciones cada vez más globales, ha coincidido con la eclosión de las redes sociales y las filtraciones a la web de datos reservados por parte de empleados de banca díscolos, espécimen de una época en la que los acuerdos de confidencialidad para colaborar en la evasión de capitales ya no resultan inquebrantables, según se explica en los primeros capítulos. La casi nula tributación de Apple y otras multinacionales estadounidenses en todo el mundo, así como de las empresas del Ibex en España, se aborda en los capítulos 6 y 7. 


			Si la lucha de clases resulta una explicación de la historia hoy en día ya superada para muchos, no parece serlo en el terreno fiscal. Las «clases altas», fortunas y grandes empresas, apenas pagan impuestos y cuentan con todo tipo de parabienes en los distintos países «para que no se vayan», mientras que los trabajadores y profesionales pagan mucho más y son quienes verdaderamente sostienen al Estado. 


			En los capítulos 8 y 9 veremos cómo todos estos conflictos le han explotado al Gobierno del Partido Popular (PP), que llegó al poder en el peor momento de la crisis, con un sistema fiscal esquilmado, y que tomó la primera decisión de aplicar la mayor subida de impuestos de la historia a los asalariados, mientras el paro y el fraude se multiplicaban. El Ejecutivo de Mariano Rajoy ha intentado incrementar la factura fiscal de las grandes empresas —eliminando exenciones que el propio PP creó durante los gobiernos de Aznar para fomentar la actividad y la internacionalización de las empresas y el atractivo de España para los inversores— y ha implementado varias medidas de lucha contra el fraude. Pero estas iniciativas han coincidido con una amnistía fiscal en la que se ha dado todo tipo de facilidades a los evasores de impuestos, mientras se ha seguido, sin descanso, subiendo todos los tributos y recortando servicios públicos. 


			España participa activamente en los foros de la OCDE y la UE que quieren acabar con estas desigualdades y que han conseguido en cinco años más avances que nunca. Los intereses en juego son tantos que sólo la llegada de la recuperación dirá si el cambio de mentalidad se ha debido únicamente a la crisis.
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			¿El principio del fin?


			 


			 


		   


			El mundo de los paraísos fiscales y de los evasores de impuestos dio un vuelco en 2009. La declaración de guerra de los países ricos a los paraísos fiscales se produjo en abril, cuando un recién llegado Barack Obama —conocido en Estados Unidos como uno de los senadores que intentaron aprobar una de las leyes más duras contra los paraísos que se recuerdan— y la canciller alemana Angela Merkel decidieron unir fuerzas y lanzar una política específica contra estos territorios. Tras años de permisividad respecto a los paraísos y a las estrategias de grandes multinacionales y fortunas para no pagar impuestos, los líderes políticos occidentales coincidieron en que el acecho de la crisis y la presión de la opinión pública, con cada vez más acceso a información antes reservada, hacían insoportable que cada año se evadieran miles de millones con destino a focos de baja tributación, o que estos territorios reunieran un patrimonio privado de billones. Hasta ese momento, las acciones contra los paraísos se habían centrado en controlar el lavado de dinero y las conexiones con el narcotráfico y el terrorismo. Las dirigidas a cercar directamente la evasión de impuestos habían sido más tímidas. 


			Pero las magnitudes económicas de la evasión y de los paraísos ya no podían soportarse. Tax Justice Network, una organización sin ánimo de lucro que vigila la evasión de impuestos, estima que el valor de los capitales ocultos en territorios opacos se sitúa entre 21 y 32 billones de dólares, equivalente al doble del PIB de Estados Unidos y a la décima parte del PIB mundial. Por otro lado, 12 billones de dólares de riqueza situada en paraísos se hallan en manos de los cincuenta principales bancos mundiales especializados en banca privada, sobre todo en los 21 más importantes. UBS, Credit Suisse y Goldman Sachs son las tres entidades con más activos en paraísos fiscales. Es decir, que el grueso de la riqueza escondida en territorios offshore no está en manos de oscuros bancos situados en islas paradisíacas, sino en las principales entidades del mundo especializadas en banca privada así como en los más importantes despachos de abogados, situados no en ignotos y lejanos territorios, sino en las principales ciudades del primer mundo como Nueva York, Londres, Ginebra, Frankfurt y Singapur.


			Estos datos le estallaban a Occidente en la cara cuando tenía que enfrentarse a la peor crisis y en medio del rigor presupuestario titánico que debían mantener tanto Obama como la Unión Europea. 


			Si se acude a las bases de datos económicas de la CIA, que contienen la renta per cápita de todo el mundo incluidos los paraísos, se aprecian hechos sorprendentes. Así, las Bermudas albergan, teóricamente, a los más ricos del planeta, con una renta per cápita media de 86.000 dólares, la tercera del mundo sólo por detrás de Qatar y Liechtenstein, un 70 por ciento superior que la de Estados Unidos. Luxemburgo, Macao, Jersey, Mónaco y Singapur están también en el top ten mundial en renta individual. Las Islas Caimán manejan 1,4 billones de dólares en activos bancarios, lo que las convierte en el quinto centro financiero del mundo, al tiempo que las Islas Vírgenes tienen registradas 700.000 compañías. No se ajusta a la lógica que los ciudadanos de Caimán o Jersey superen en riqueza a europeos, japoneses y canadienses.


			A finales de los años 90 se intentó acabar con los paraísos fiscales. La OCDE creó un organismo para perseguir y sancionar a estos enclaves si no cooperaban en el intercambio de información fiscal y financiera. Se trata del GAFI o Grupo de Acción Financiera Internacional, que creó tres listas negras: una, de 35 paraísos; otra, de 47 áreas de baja tributación, entre las que figuraban el País Vasco y Navarra por sus regímenes forales, y una tercera, de 15 países que permitían el blanqueo de capitales. En el último listado, el GAFI no tuvo inconveniente en incluir a Rusia —economía en crisis que era capaz de generar salidas masivas de capitales procedentes de los grandes monopolios estatales recién privatizados hacia territorios de baja tributación como Chipre—, y a Israel. Por aquel entonces estaba Bill Clinton en la Casa Blanca. Pero su sucesor deshizo el camino andado. George W. Bush redujo las exigencias a la entrega, por parte de estos enclaves, de documentación fiscal y financiera —dejando de lado la obligación de colaborar con las autoridades que lo requirieran— bajo la justificación —que también esgrimen otros políticos republicanos— de que el diseño de la fiscalidad pertenecía a la soberanía de estos territorios.


			La llegada de la crisis lo cambió todo. Nada volvería a ser igual. Desde 2008 el G-20 asumió un compromiso masivo y global respecto al inmediato cumplimiento de una metodología que había desarrollado en 2002. Así, en la reunión del G-20 en Londres, en abril de 2009, se exigió la firma de doce acuerdos de intercambio de información fiscal con otros tantos estados antes del 31 de diciembre de 2010 para abandonar las listas negras de paraísos fiscales. La OCDE consideraba que los paraísos se definen por la tributación baja o nula, la falta de intercambio de información, la opacidad y perjuicio a la competencia y libre circulación de capitales. Pedir que acabaran con estos cuatro parámetros habría sido inmanejable y se centraron en la opacidad y falta de intercambio de información, que tienen que ver con el terrorismo y el tráfico de drogas, y cuya piedra angular es el secreto bancario.


			El atractivo de los paraísos fiscales, en muchas ocasiones, reside más en la opacidad que brindan que en su régimen fiscal, pues hay muchas jurisdicciones que, sin ser paraíso fiscal, tienen de facto el mismo marco tributario que el buscado en paraísos fiscales. Irlanda impone una fiscalidad muy baja como arma competitiva con la que atraer empresas para que se establezcan allí, pero no cumple el resto de requisitos para ser un paraíso fiscal. El caso de Suiza es más ambiguo ya que, aunque su opacidad ha sido máxima y tiene figuras tributarias muy bajas para atraer a profesionales, artistas y deportistas, el resto del marco fiscal que establecen los cantones es muy parecido al de cualquier otro estado miembro de la Unión Europea. 


			Para que los acuerdos de la OCDE tuvieran efecto, era necesario que los estados potenciaran su capacidad de obtener información y, sobre todo, que la otra Administración cooperara al máximo. Sin embargo, estas dos premisas raramente se han cumplido, y aunque este proceso ha generado los mayores flujos de información fiscal de la historia, se ha revelado muy insuficiente. La mayoría de los exparaísos ha dado muy poca información, y de forma lenta y parcial. Además, para alcanzar las doce rúbricas que acaban con el estigma, muchos territorios opacos han firmado convenios entre ellos, lo que quita a estos acuerdos valor y efectos prácticos.


			En 2010 se habían firmado cuatrocientos acuerdos. Según los criterios de la OCDE, y según refleja en su web, ya no había paraísos. La organización se enfrentó a críticas de la Eurocámara y otros organismos, para los que los convenios eran insuficientes. Recelaban de la declaración de que todas las jurisdicciones se habían comprometido a adaptarse a los estándares fiscales internacionales y de su deseo de que no haya listas negras. Hoy son cerca de 4.000 los acuerdos.


			La lista española de paraísos fiscales empezó a desarrollarse en 1991. Según el Real Decreto 116/2003, dejan de ser considerados como paraísos fiscales aquellos territorios y jurisdicciones que firmen con España o bien un Convenio para Evitar la Doble Imposición internacional con cláusula de intercambio de información, o bien un acuerdo de intercambio de información en materia tributaria. 


			No parece que todo este camino global haya logrado que las cifras del dinero evadido sean mucho mejores que en 2008. Tiene que pasar más tiempo para que haya datos concluyentes y las políticas y sus resultados puedan contemplarse con más perspectiva. De momento, Tax Justice Network señala que el volumen de activos financieros ocultos en paraísos fiscales sigue creciendo: los últimos datos de que dispone, de 2010, muestran que los capitales ocultos se sitúan entre los 21 y 32 billones de dólares que señalábamos antes, cuando en 2009 estimó que había entre 20 y 25 billones. Según esta plataforma, las implicaciones de estas cifras para el poder político global son enormes, y ayudan a explicar por qué los esfuerzos internacionales para acabar con los paraísos y la opacidad financiera han sido bastante ineficaces, a pesar de las buenas palabras de los países del G-20 y la OCDE: son estos países —que reciben flujos gigantescos— los que crean las reglas del juego. Aunque ha habido algunos cambios positivos, según admite Tax Justice Network, la infraestructura del secreto financiero global sigue vivita y coleando. Además, Boston Consulting Group señala que la riqueza de los paraísos, los activos que resguardan allí ciudadanos de todo el mundo, creció un 6,1 por ciento en 2012 hasta los 8,2 billones de dólares. Esta consultora vaticina que estos capitales crecerán un 30 por ciento hasta 2017 y que Suiza seguirá liderando el ránking mientras Hong Kong y Singapur irán ganando puestos. 


			A pesar de lo insuficiente de los acuerdos y de las estrategias, el proceso que ha impulsado la OCDE ha dado frutos en Occidente a través de un efecto dominó que lleva a estas plataformas a no querer ser menos que la competencia. De esta forma, los paraísos fiscales se reinventan y buscan nuevos modelos de negocio. Es el caso de la reconversión en centro financiero y bancario sofisticado y transparente que pretende Suiza, o del mix financiero y turístico que quiere ofrecer Andorra. Ante el cambio histórico de modelo global, el cliente occidental o vuelve al redil de la transparencia fiscal o sólo le quedan pequeños reductos en el Pacífico, el Índico o el Caribe. Pero esta realidad es marginal, ya que no habrá garantía de que lo que allí ocurra no trascenderá: «Ahora, quien se esconda, será descubierto», ha alertado la OCDE. Pero hay sitios que se pueden reinventar más fácilmente que otros. 


			En paralelo y en plena crisis, Reino Unido, Irlanda, Francia o Italia han promovido amnistías y regularizaciones que llenan sus arcas y atraen a sus contribuyentes huidos. Han aprovechado que el endurecimiento de sus políticas contra el fraude suponía un factor decisivo para que un gran número de contribuyentes se acogiera a amnistías si, una vez finalizado el plazo establecido, no querían enfrentarse a estrictas sanciones. La Italia de Silvio Berlusconi afloró 95.000 millones de euros en 2009. España se sumó en 2012 con una amnistía muy polémica que acabó gravando a los evasores un 3 por ciento, para recaudar 1.200 millones de los 2.500 previstos y aflorar 40.000 millones. A quienes no se acogieron a la amnistía fiscal en España, la actual ley no les permite regularizar de forma voluntaria su situación, y se arriesgan a ser objeto de multas millonarias (véase el capítulo 9).


			Estas cuentas opacas suelen tener un largo historial que durante décadas ha pasado inadvertido o parece haber resultado justificado ante la opinión pública. Es el llamado «dinero viejo» de quienes consiguieron ponerlo a salvo, en el caso de España, durante la Guerra Civil, como hizo la familia Botín. En el caso de otros países, como consecuencia de la Segunda Guerra Mundial, ese «dinero viejo» procedía de familias, muchas de ellas judías, que lograron salvaguardar sus fortunas en Suiza. Hay quien explica así el principio del secreto bancario helvético: había que garantizar una confidencialidad absoluta cuando sus clientes corrían el riesgo de ser asesinados si eran descubiertos. La Ley de Bancos, que reguló por primera vez el secreto bancario, data de 1933, momento en el que la necesidad de guardar patrimonios en tiempos revueltos ya había irrumpido pero que es anterior al estallido de la contienda mundial. 


			Si en la actualidad, ochenta años más tarde y en medio de la peor crisis económica, la opinión pública desaprueba que una familia no haya repatriado ni declarado el dinero que dejó su abuelo en Ginebra en los años treinta, con más razón censurará que políticos y empresarios españoles donantes a partidos estén entre los principales titulares de cuentas opacas en Suiza y en varios paraísos fiscales. Se trata del dinero nuevo o del pelotazo de los años de bonanza y de la burbuja inmobiliaria.


			Pero no todo son viejas fortunas y nuevos ricos. El cúmulo de intereses y de matices que jalonan el historial de los paraísos tiene otra vertiente: fundaciones y fondos de pensiones europeos y estadounidenses canalizan sus inversiones y estrategias de ahorro a través de paraísos fiscales. Francia, Alemania, Reino Unido o España tienen un tratamiento fiscal inmejorable en este sentido por cuanto no gravan ni rentas ni plusvalías, vengan de donde vengan, haya o no Convenio para Evitar la Doble Imposición, y con absoluta opacidad informativa. España, además, mantiene en vigor el régimen de las Entidades de Tenencia de Valores Extranjeros (ETVE). Este sistema permite usar nuestro país casi como si fuera un paraíso, ya que la inversión tiene muy escasos requisitos sobre la realización de una actividad económica, y apenas paga impuestos. El Gobierno de Aznar creó esta figura para competir con los incentivos similares que tienen los Países Bajos o Irlanda. El éxito de la bonificación que ofrecen los Países Bajos es tal que este estado se ha convertido en el primer inversor en España, según datos del Ministerio de Industria, ya que muchos lo utilizan como puente a través del cual invertir en otros países sin pagar casi impuestos. Como muestra de este efecto, sirva otro ejemplo: la mayoría de las inversiones de Estados Unidos en España se realizan a través de los Países Bajos.


			También las multinacionales utilizan paraísos o territorios de baja tributación para abaratar su factura fiscal. Los Países Bajos o Irlanda son los grandes intermediarios de inversiones de grandes empresas. Éstas nunca habrían podido imaginar un ahorro fiscal como el que hoy logran las tecnológicas estadounidenses Google, Facebook, Apple o Microsoft desde Irlanda gracias a la globalización y a las particularidades de un negocio basado en activos intangibles. De ahí la paradoja de que las compañías más grandes, presentes en más países y con más beneficios, son los contribuyentes que menos impuestos pagan en total y en todo el mundo. Para atajar este problema, la OCDE puso en marcha un proyecto de lucha contra la erosión de bases imponibles y traslado de beneficios, conocido como BEPS (Base Erosion and Profit Shifting).


			La OCDE ha remarcado que en 2009 se hicieron más progresos en la lucha contra los paraísos fiscales que en la década anterior. Todos los participantes en la cumbre del G-20 en abril de 2009, en Londres, abrazaron los estándares de transparencia e intercambio de información que desarrolló la organización, incluidas jurisdicciones que hasta entonces se oponían a intercambiar información bancaria. La OCDE declaró que lo que estaba ocurriendo era una revolución, pero no se quedó ahí y llamó a acelerar el proceso. La batalla por la transparencia fiscal global estaba en plena marcha. «Tenemos los medios institucionales para seguir con la campaña. Con la crisis, las expectativas de opinión pública global son elevadas y su tolerancia con la no colaboración es cero», subrayó la organización en 2010. El clamor de la opinión pública global y la longitud y gravedad de la crisis han renovado los votos de la OCDE que en la cumbre de Moscú de septiembre de 2013 ha sofisticado su estrategia. 


			La organización se ha dado cuenta de que el modelo de convenio que propugna tiene una utilidad limitada. Ha establecido un calendario de implantación de un nuevo convenio multilateral de intercambio automático de información, ya que sustituir los 4.000 convenios bilaterales vigentes llevaría tiempo y sería menos efectivo. Lejos quedan las primeras directrices de 2009 para salir de la lista negra de paraísos: de doce acuerdos de intercambio de información —no automática— al infinito. A partir de ahora, el intercambio de datos tributarios será automático entre las jurisdicciones que aspiren a formar parte del mundo civilizado. Es decir, intercambio global espontáneo de información, exámenes fiscales simultáneos y asistencia en la recaudación tributaria. Los acuerdos FATCA —establecidos a partir de la Foreign Account Tax Compliance Act— de Estados Unidos obligan a todas las entidades financieras a nivel mundial a dar información al fisco norteamericano de cuentas de sus ciudadanos, fórmula que Washington va extendiendo por todo el mundo. En Suiza se ha mezclado el debate sobre FATCA, al que estaría dispuesta a sumarse, con las actuaciones agresivas de Estados Unidos contra bancos suizos, con detenciones de directivos incluidas, ya que se han obtenido pruebas de que incitaban a los ciudadanos a evadir impuestos. Estados Unidos dio un puñetazo en la mesa frente a Suiza: o informaba, o todos los bancos suizos dejaban de operar en Estados Unidos. El país helvético, que está modificando su modelo de negocio ante esta presión internacional, fía su disposición a realizar cambios definitivos a que los secunden el resto de países. Porque el propio Washington enarbola la acción mundial contra los paraísos pero luego mantiene el estado de Delaware, que opera como refugio fiscal de sociedades. En la órbita de Reino Unido, y también explicados por distintas razones históricas —aunque no justificados hoy para muchos ciudadanos—, están Gibraltar, Islas del Canal, Isla de Man, Islas Vírgenes y otros territorios del Caribe. La mayoría eran enclaves en los que no se pagaban impuestos ligados a corsarios ingleses u holandeses al servicio de sus respectivas majestades, y que iban en contra del Imperio español. Hoy diríamos que han sobrevivido al servicio del imperio de las grandes empresas y fortunas.


			A una opinión pública global que ya no transige se suman los gobiernos occidentales, que no pueden permitir que empresas y particulares apenas paguen impuestos cuando afrontan una recesión que pone en peligro la gobernabilidad de sus respectivos países. 


			Todos estos factores han dado un giro copernicano a la lucha contra los paraísos fiscales, en un momento en el que los ciudadanos de todo el mundo se manifiestan en las redes sociales —curiosamente, pertenecientes a las multinacionales que menos impuestos pagan— y exigen transparencia. Y cuando, gracias al robo de información por parte de exempleados de bancos de paraísos —Liechtenstein, Suiza—, de organizaciones como Wikileaks y de antiguos miembros de los servicios de inteligencia como Snowden, los ciudadanos tienen acceso a los nombres de los evasores de impuestos o a todo tipo de información que sus gobiernos no quieren revelar. 


			Las últimas filtraciones afectan a la esfera comunista, a China. Según publican varios diarios, entre ellos El País,1 al menos trece familiares de máximos dirigentes chinos —incluidos el actual presidente, Xi Jinping, y los ex primeros ministros Wen Jiabao y Li Peng—, así como quince grandes empresarios y compañías estatales, han mantenido gran actividad en refugios fiscales. Los registros de estas sociedades opacas proceden de una filtración de más de dos millones de archivos de dos gestoras que operan en las Islas Vírgenes Británicas. Este archipiélago del Caribe era el segundo inversor directo en China en 2010 —año hasta el que figuran registros en la base de datos filtrada—, sólo por detrás de Hong Kong. Con apenas 27.000 habitantes, tiene inscritas más de un millón de sociedades, el 40 por ciento procedente de China, Hong Kong y Singapur. Es el «Chinaleaks».
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